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SUGERENCIAS PARA 
UNA NUEVA 

: POLITICA TECNOLOGICA 

El siguiente artículo de Carmela Martín González y Luis 
Rodríguez Romero aporta una reflexión sobre uno de los 
desequilibrios básicos que aquejan a nuestro sistema 
productivo: su acusada dependencia de las técnicas 
extranjeras. Más concretamente, el principal objetivo del 
artículo es hacer una serie de sugerencias sobre una Política 
Tecnológica futura. Con ello, los autores buscan suscitar el 
debate sobre un tema que, si bien es en la actualidad objeto 
de múltiples comentarios, piensan que no ha recibido 
todavía más que una atención marginal en los medios 
académicos y en el marco de la Política Económica. 

DEPENDENCIA TECNICA 
y POLlTICA 
TECNOLOGICA EN LA 
ECONOMIA ESPAÑOLA 

OMO es sabido, las vías 
de que dispone una eco­
nomía para acceder a las 

innovaci ones que permitan la 
modernización de sus técnicas 
productivas son su generación 
a partir de la realización de ac­
tividades propias de investiga­
ción y desarrollo (1 + O) en el 
seno de las empresas, universi­
dades y otros centros públiCOS 
y la importación de dichas in­
novaciones del extranjero. 

Los estudios realizados al 
respecto (en el marco de los 
países de la O. C. D. E.) han 
demostrado que en la realidad 
no existen casos de autarquía 
tecnológica sino que todos los 
paises utilizan una combinación 
de ambas vías, observándose la 
existencia de una correlación 
positiva entre el nivel de desa-

rrollo industrial de las distintas 
economías y su capacidad tec­
nológica. Pues bien, compa­
rando indicadores tales como el 
porcentaje que suponen los 
gastos en I + O respecto al 
P.1. B., o la mano de obra ocu­
pada en este tipo de actividades 
respecto al total de la población 
activa, se comprueba que Es­
paña constituye un caso atípico 
dentro de la tónica general an­
teriormente apuntada por ser 
una economía con un notable 
grado de industrialización y, sin 
embargo, un incipiente sector 
tecnológico (1). Aparte de por 
su reducido tamaño -definido 
en función de los recursos fi­
nancieros y humanos que ab­
sorbe- nuestro sector tecnoló­
gico se caracteriza todavía, y 
pese al paulatino proceso de 
homogeneización que viene 
experimentando respecto al de 
los restantes países miembros 
de la O. C. D. E., por una serie 
de rasgos en su estructura: la 
atonía de la investigación em­
presarial, la escasa ayuda que 
ésta recibe por parte del sector 

públiCO y el reducido papel que 
juega, dentro del sector tecno­
lógico, la investigación universi­
taria. La insuficiencia de la ca­
pacidad innovadora se ve lógi­
camente corroborada mediante 
el análisis de la evolución se­
guida por los distintos canales 
de penetración de tecnología 
extranjera -contratos, inver­
siones directas e importaciones 
de bienes de equipo que incor­
poran nuevas técnicas- por 
cuanto el mismo evidencia la 
masiva importación de técnicas 
que viene realizándose en nues­
tra economía desde comienzos 
de la pasada década (2). 

Hasta aquí se ha descrito, a 
grandes trazos, la situación de 
dependencia técnica de nuestro 
sistema productivo, ahora bien, 
para lograr un mejor diagnós­
tico de la misma es preciso 
considerar además sus posibles 
implicaciones. 

En este sentido, debe tenerse 
en cuenta en primer lugar la 
gran importancia que tiene la 
tecnología en la actualidad en 
la competitividad de las diferen­
tes economías, sobre todo en 
aquéllas que tienen, como es el 
caso de España, una escasa do­
tación de recursos energéticos, 
máxime si las mismas no gozan 
de una gran ventaja compara­
tiva en el coste de la mano de 
obra como, a raíz de la emer­
gencia de nuevos países con un 
grado intermedio de industriali­
zación, comienza a ser también 
nuestro caso. 

Además es necesario tener 
presentes los costes que, a juz­
gar por la evidencia existente al 
respecto, entraña la supedita­
ción exclusiva a la tecnología 
extranjera. Por una parte, y en 
la medida en que las innovacio-
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nes que se llevan a cabo en un 
país se realizan en consonancia 
con una disponibilidad de ma­
terias pri mas, dotación de fac­
tores productivos y dimensión y 
estructura de mercado especí­
fica, su utilización en un en­
torno económico diferente 
como suele ser el del país re­
ceptor será menos eficiente. 
Por otra parte, porque dadas las 
peculiariedades de la tecnolo­
gía como mercancía (inapro­
piabilidad, individualidad ... ) y la 
estructura fuertemente oligopo­
lística que caracteriza a este 
mercado, el receptor sólo dis­
pone de una oferta limitada de' 
técnicas que además le son 
transferidas con restricciones 
sobre su uso (3). 

Esta situación no parece ha­
ber recibido todavía, sin em­
bargo, una respuesta adecuada 
por parte de las autoridades 
económicas. En efecto, hasta el 
momento éste ha sido un as­
pecto notablemente marginado 
dentro de la política económica. 
Ello se ha plasmado en dos ca­
racterísticas que además se 
puede deci r constituyen las li­
mitaciones básicas de la polí­
tica tecnológica seguida hasta 
el momento. Por una parte, la 
escasa cuantía de los fondos 
dedicados a la realización y 
promoción de las actividades 
de I + O y, por otra, la ausencia 
de un plan global de actuación 
donde quedarán insertos de 
forma coherente los diversos 
objetivos y funciones de los dis­
tintos agentes que participan, 
en mayor o menor medida, en 
las tareas de obtención y apli­
cación de tecnología y que se 
corresponde con la carencia de 
un presupuesto individualizado 
para las actividades de I + O 
dentro de los Presupuestos Ge­
nerales del Estado. 
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Pero además en la vigente po­
lítica tecnológica existen una 
serie de limitaciones que coar­
tan sensiblemente su virtuali­
dad para contribuir a superar el 

. grave desfase técnico de nues­
tro sistema productivo. Entre 
ellos destacaríamos los siguien­
tes: 

U n marco institucional 
constituido por un complejo en­
tramado de organismos (4) que 
dificulta el diseño y eficaz ges­
tión de las acciones emprendi­
das por la Administración en 
este campo. 

- U na excesiva dispersión 
de los recursos destinados a la 
investigación oficial, tanto en lo 
que respecta a centros como a 
áreas temáticas, junto con una 
casi ausencia de cauces forma­
les para lograr su coordinación 
con los requerimientos técnicos 
de la industria. Por otra parte, 
en la investigación oficial se da 
un fuerte sesgo en favor de los 
centros adscritos a la Adminis­
tración coartándose por tanto la 
posibilidad de que la investiga­
ción básica así como la forma­
ción de personal sean tareas 
realizadas preferentemente, 
como ocurre en la mayoría de 
los países de la O. C. D. E., en la 
Universidad. 

- Falta de una coordinación, 
al menos explícita, entre las im­
portaciones de tecnología y la 
realización y fomento de activi­
dades de I + O autóctonas. 

- Escaso apoyo a la investi­
gación empresarial. En princi­
pio por la exigua entidad de las 
ayudas directas (Planes Concer­
tados y Asociaciones de Inves­
tigaciones) pero, también por el 
notable grado de ambigüedad 
que encierra buena parte de la 

normativa que regula los meca­
nismos de estímulo a la investi­
gación en vigor, los fiscales es­
pecialmente, y su invalidación 
parcial debido a la existencia de 
otros incentivos i mplíci tos a la 
importación de tecnología (5). 

Todo este conjunto de razo­
nes hacen que la intervención 
del sector público en este 
campo adolezca de importantes 
limitaciones para afrontar la 
problemática anteriormente 
descrita. 

En consecuencia, parece ra­
zonable admiti r que para tratar 
de ir paliando nuestro gran des­
fase tecnológico mediante la 
potenciación de una capacidad 
técnica autóctona equiparable a 
la de los países que poseen 
análogos grados de industriali­
zación, se requiere de una vigo­
rosa intervención del Gobierno 
en la que además de medidas 
tendentes a la consecución de 
una mayor eficacia en la inves­
tigación pública se incluyeran 
otros de fomento de la investi­
gación empresarial. 

SUGERENCIAS PARA 
UNA NUEVA POLlTICA 
TECNOLOGICA 

A continuación se ofrecen 
una serie de propuestas que a 
nuestro juicio deberían in­
cluirse en el marco de la futura 
política tecnológica. Referidas 
sucintamente serían las siguien­
tes: 

Carácter sectorial 

En primer lugar, pensamos 
que dicha política debiera dise-
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ñarse de acuerdo con una es-
I cala de prioridades sectoriales, 

determi nada tanto en fu n ci ón 
de criterios tecnológicos como 
en consonancia con los objeti­
vos establecidos en otros ámbi­
tos de la política económica. En 
este sentido señalaríamos, en­
tre otros, los sigui entes: 

a) Conceder una atención 
preferente a aq uellos secto res 
que habiendo mostrado una 
capacidad exportadora en el 
pasado están sufriendo una 
merma de la misma por su pér­
dida de competitividad interna­
cional a causa de su rezago 
tecnológico (ahora no compen­
sado como en épocas anterio­
res por la ex istencia de un gran 
desfase en el coste de la mano 
de obra respecto a los países 
competidores). 

b) Asimismo definiríamos 
como prioritarias aquellas ra­
mas de actividad donde, exis­
tiendo inputs alternativos dis­
ponibles en la economía, la de­
pendencia de las técnicas ex­
tranjeras impusiera el uso de 
inputs importados. 

c) Otro de los criterios que 
pensamos debiera inspirar la 
determinación de sectores prio­
ritarios es el de conseguir un 
más eficaz aprovechamiento de 
los recursos naturales, dentro 
de ellos los energéticos. Ello 
implicaría una preferencia por 
todas aquellas actividades que 
coadyuvaran a una mejor explo­
tación de los recursos natura­
les, a su ahorro en los procesos 
productivos y a su aplicación 
relativa en la producción, de 
acuerdo con las disponibilida­
des del país. 

d) Dado el grave problema 
que supone la existencia de 
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fuertes excedentes de mano de 
obra en nuestra economía, pa­
rece conveniente que dentro de 
la política tecnológica se pro­
moviera especialmente la ele­
vación del nivel técnico en 
aquellas actividades más gene­
radoras de puestos de trabajo. 

e) Evidentemente, la selec­
ción efectuada a partir de los 
mencionados criterios tendría 
que depurarse sobre la base de 
su factibilidad técnica. Esto es, 
tratando de evitar que se em­
prendan proyectos donde el re­
ducido «stock" de conocimien­
tos de partida haga inviable la 
consecución de los objetivos 
propugnados. 

Remodelación del 
marco institucional 

En segundo lugar, creemos 
que dicha política debería asen­
tarse sobre un marco organiza­
tivo donde a través del recono­
cimiento de un organismo 
único que coordinase y contro­
lase las acciones ejecutadas 
por todos los demás se evitaran 
los solapamientos de funciones 
que, como consecuencia de la 
existencia de órganos con se­
mejantes niveles de decisión, se 
producen en la organización 
actual. A este organismo, má­
ximo rector de la política tecno­
lógica, le competiría el diseño 
del plan de actuación compren­
sivo de las distintas medidas e 
i nstru mentos de actuación a 
aplicar tanto en el seno de los 
Centros pÚblicos de investiga­
ción como los referidos a las 
empresas y, asimismo, la fija­
ción de los criterios que debe­
rían guiar el control de la trans-
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ferencia contractual y la ins­
cripción de patentes de 
acuerdo con los objetivos sec­
toriales previamente definidos. 

Investigación oficial 

Teniendo en cuenta que la in­
vestigación pública es un factor 
esencial para el desarrollo tec­
nológico de un país, por cuanto 
sus resultados constituyen con 
frecuencia un input para los 
trabajos de I + D realizados por 
las empresas y en la medida en 
que en las universidades y cen­
tros oficiales de I + D son ade­
más el marco donde se forja el 
personal investigador, la am­
pliación de las dotaciones junto 
con la reestructuración de los 
centros para incrementar su 
eficacia debiera ser un aspecto 
esencial dentro de la política 
tecnológica. Para ello pensa­
mos que habría que hacer una 
serie de reformas: 

a) En las instituciones no 
universitarias: Primeramente y 
con objeto de evitar la atomiza­
ción de las unidades de I + D, la 
gran gama de proyectos y áreas 
de investigación que abarcan y 
en consecuencia los problemas 
organizativos que todo ello im­
plica, creemos que sería conve­
niente aplicar una política de 
concentración de centros. Una 
concentración, que permitiera 
que los centros adquiriesen un 
tamaño más adecuado para 
abordar trabajos de investiga­
ción aplicada y de desarrollo, y 
que en nuestra opinión debería 
hacerse en función de áreas 
temáticas y tipos de investiga­
ción. Ello pasaría por la des­
membración del Consejo ads­
cribiendo los Centros cuyas ac­
tividades estuvieran más conec-

tadas con las competencias de 
Ministerios a éstos y trasla­
dando por otra parte algunas de 
las tareas de investigación bá­
sica a los Centros universitarios. 

Otro aspecto básico a consi­
derar dentro de la investigación 
oficial no universitaria es la 
promoción de la investigación 
de las empresas públicas para 
tratar de lograr que tuvieran un 
papel pionero en el desarrollo 
técnico de los sectores donde 
participan. 

b) I nvestigaci ón universita­
ria: La precariedad de la situa­
ción de partida hace aconseja­
ble realizar un incremento sus­
tancial de las dotaciones asig­
nadas a los Centros de ense­
ñanza superiores que permita 
no sólo aumentar los presu­
puestos destinados a las activi­
dades de investigación, sino 
que además haga factible el lle­
var a cabo una reforma ten­
dente a eliminar los problemas 
de fondo que en la actualidad la 
coartan. Dicha reforma tendría 
que afectar a facetas de nuestro 
sistema educativo adicionales a 
las estrictamente investigadoras 
pues, en gran medida, los obs­
táculos para el desarrollo eficaz 
de la investigación universitaria 
en España son producto de una 
docencia masificada con esca­
sez de profesorado, no dedica­
ción exclusiva por parte de este 
último a las tareas universita­
rias, y tantas otras deficiencias 
que desbordan el estricto 
marco de la activividad investi­
gadora pero que la influyen de 
manera inhibidora. En conse­
cuencia, para impulsar la inves­
tigación universitaria, habría 
que lograr que la investigación 
fuese u n complemento obli­
gado de la docencia. El llegar a 
ello exigiría, entre otras cosas, 

fuertes excedentes de mano de
obra en nuestra economía, pa­
rece conveniente que dentro de
la política tecnológica se pro­
moviera especialmente la ele­
vación del nivel técnico en
aquellas actividades más gene­
radoras de puestos de trabajo.

e) Evidentemente, la selec­
ción efectuada a partir de los
mencionados criterios tendría
que depurarse sobre la base de
su factibilidad técnica. Esto es,
tratando de evitar que se em­
prendan proyectos donde el re­
ducido «stock" de conocimien­
tos de partida haga inviable la
consecución de los objetivos
propugnados.

Remodelación del
marco institucional

En segundo lugar, creemos
que dicha política debería asen­
tarse sobre un marco organiza­
tivo donde a través del recono­
cimiento de un organismo
único que coordinase y contro­
lase las acciones ejecutadas
por todos los demás se evitaran
los solapamientos de funciones
que, como consecuencia de la
existencia de órganos con se­
mejantes niveles de decisión, se
producen en la organización
actual. A este organismo, má­
ximo rector de la política tecno­
lógica, le competiría el diseño
del plan de actuación compren­
sivo de las distintas medidas e
i nstru mentos de actuación a
aplicar tanto en el seno de los
Centros públicos de investiga­
ción como los referidos a las
empresas y, asimismo, la fija­
ción de los criterios que debe­
rían guiar el control de la trans-
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una ampliación del personal 
universitario y un incremento 
de sus retribuciones, con la 
contrapartida de una exigencia 
de dedicación exclusiva a las 
tareas universitarias y, además, 
un acondicionamiento de los 
departamentos en instalaciones 
y equipos. 

Apoyo a la 1+ O 
empresarial 

Como ya se ha señalado en el 
apartado anterior, las ayudas 
efectuadas a la investigación 
empresarial han tenido muy es­
casa entidad y además sus efec­
tos han estado en buena parte 
mediatizados por una legisla­
ción sobre determinados aspec­
tos (fiscalidad principalmente) 
de signo contrario. 

En consecuencia, estimamos 
que se debía aumentar la cuan-

'70 '75 '78 

tía de las ayudas hasta ahora 
establecidas, sobre todo las re­
ferentes a planes concertados, 
pero condicionando la selec­
ción de los proyectos a su con­
cordancia con la estrategia sec­
torial definida previamente. 
Además, se deberían utilizar 
otro tipo de medidas de apoyo 
di recto ampl iamente apl icadas 
en otros países, como son el 
encargo y financiación de pro­
gramas de I + D a las empresas 
por parte de la Administración, 
quien quedaría como propieta­
ria de los productos o prototi­
pos que de ella resultasen, y 
también el establecimiento en 
las adquisiciones de los orga­
nismos públicos de un sistema 
de preferencias de acuerdo con 
el componente de tecnología 
nacional que incorpore el di­
seño y fabricación de los pro­
ductos. 

Aparte de las anteriores me­
didas consideramos de interés 

la realización de una serie de 
modificaciones en la normativa 
sobre determinados aspectos 
que pueden afectar a la política 
tecnológica seguida por las 
empresas. Básicamente: 

a) Fiscalidad. 

Con el fin de que nuestro or­
denamiento fiscal resultase in­
centivador de la investigación 
consideramos preciso modificar 
el tratamiento que dentro del 
mismo reciben tanto los gastos 
en I + D como los rendimientos 
de la transferencia de tecnolo­
gía. 

En lo que se refiere a los pri­
meros, habría que comenzar 
por elaborar una normativa ex­
plícita dentro del marco del Im­
puesto General sobre la Renta 
de Sociedades que, al llenar las 
lagunas existentes en la vi­
gente, evitara tener que acudir 
en la mayoría de los casos a la 
Jurisprudencia. Dentro de la 
misma, pod rían considerarse 
los siguientes puntos: 

- La incorporación de los 
gastos de I + D corrientes a los 
conceptos que se consideran 
deducibles anualmente para la 
determinación de la base impo­
nible del ejercicio. 

- La amortización de los 
gastos de I + D de capital, se­
gún las pautas existentes para 
las inversiones en eguipo pro­
ductivo, regulándose los coefi­
cientes de amortización a apli­
car en cada caso por el Ministe­
rio de Hacienda. 

- La creación de mecanis­
mos incentivadores adicionales, 
como, por ejemplo, la posibili­
dad de deducir una proporción 
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de las inversiones de I + D en 
capital fijo en el año de su reali­
zación. 

- Equiparar el tratamiento 
de los gastos en contratos de 
investigación concertados con 
otros centros nacionales, con el 
de los gastos de I + D realiza­
dos en el seno de la propia em­
presa. 

En lo referente al tratamiento 
fiscal de la transferencia con­
tractual de tecnología, conside­
ramos conveniente hacerlo más 
gravoso con el fin de que las 
anteriores reformas respecto a 
la fiscalidad de los gastos en I 
+ D resu Itasen más efectivas. 
En esta línea, sugerimos: 

- Establecer en el Impuesto 
de Capital un mayor gravamen 
efectivo (por ejemplo, fijando 
como porcentaje único de de­
ducción para el cómputo de la 
base imponible el menor de los 
hasta ahora considerados, es 
decir, un 30 %). 

- Eliminar el trato favorable 
que recibe la tecnología extran­
jera en virtud del arto 7 (n.o 2) 
del Texto Refundido de Socie­
dades. 

- Evitar la firma de nuevos 
convenios de doble imposición 
que impliquen la obligación de 
aplicar un reducido gravamen 
para las rentas obtenidas en 
España por los cedentes extran­
jeros de tecnología, como las 
estipuladas en los acuerdos vi­
gentes. 

- Fijar reducciones en los 
tipos o en la base de los im­
puestos que gravan los rendi­
mientos por cesión o venta de 
tecnología en el caso en que 
sean realizados por empresas 
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locales con objeto de fomentar 
la asimilación y exportación de 
técnicas. 

b) Inversiones extranjeras 

Estimamos que sería preciso 
modificar la normativa vigente 
sobre inversiones extranjeras 
directas de manera que dentro 
de ella tuvieran un peso impor­
tante los objetivos establecidos 
en la política tecnológica. 

En este sentido, sería necesa­
rio que la nueva legislación po­
sibilitara una participación más 
activa por parte de las autori­
dades económi cas fu ndamen­
talmente en u na doble ver­
tiente: 

i) Por u na parte, que hiciera 
factible la aplicación de una po­
lítica sectorial selectiva frente a 
las entradas de capital exterior. 
Es decir, que en ella se fijase un 
tratamiento discriminado de las 
inversiones según las diferentes 
ramas de actividad a que se di­
rigieran, que fuera más o me­
nos favorable respecto a aqué­
llos (incluyendo la posibilidad 
de denegación) de acuerdo con 
objetivos sectoriales previa­
mente definidos, entre otros, en 
función de los criterios tecno­
lógicos. 

ii) Por otra parte, la norma­
tiva debería imponer una serie 
de condicionantes a las inver­
siones de capital que, en lo que 
respecta a la tecnología, ha­
brían de encaminarse a poten­
ciar las actividades de I + D en 
la empresa receptora y, con 
ello, la adaptación y asimilación 
de las importaciones de tecno­
logía que a través de dicha in­
versión se pudieran canalizar. 
Esto se podría realizar, por 
ejemplo, mediante el estableci-

miento de cupos de gastos en I 
+ D en las empresas con parti­
cipación de capital extranjero 
ylo mediante la obligación ex­
presa de adiestrar y utilizar al 
personal técnico local en la 
aplicación de las técnicas im­
portadas por dicho tipo de em­
presas. 

c) Transmisión contractual 
de tecnología. 

De forma análoga al caso de 
las inversiones extranjeras, en 
la normativa sobre la transfe­
rencia contractual de tecnolo­
gía juzgamos conveniente la in­
clusión de una serie de obliga­
ciones para la empresa recep­
tora, en especial cuando ésta 
tenga participación de capital 
exterior, en contrapartida a la 
autorización de inscripción de 
un contrato en el Registro. Di­
chas obligaciones (diferencia­
das según las prioridades sec­
toriales definidas) podrían con­
sistir en efectuar unos gastos 
en I + D por un determinado 
porcentaje de los pagos deriva­
dos del contrato y destinados a 
la asimilación de la tecnología 
adquirida a través del mismo 
junto con un proyecto de inves­
tigación en este sentido. De 
este modo, la Administración 
podría coartar en buena medida 
la práctica, parece que bastante 
habi tual dentro de nuestras 
empresas, de recurrir sistemáti­
camente a las importaciones de 
tecnología exterior con un es­
caso aprovechamiento de las 
mismas. Por otra parte, esta 
medida contribuiría a contra­
rrestar, en el caso de las em­
presas filiales de multinaciona-
les, la tendencia que, como se 
ha comprobado, existe entr .. e 
ellas de centralizar sus activi­
dades de I + D en las casas ma­
trices. 
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d) Legislación sobre paten­
tes. 

Partiendo de la base de que 
el caso de España es el de una 
economía con una muy baja 
capacidad de generación de 
tecnología propia, donde las 
posibilidades de incrementar el 
nivel técnico se cifran, por 
tanto, en gran medida, en las 
oportunidades de adopción y 
asimilación de las innovaciones 
extranjeras, la legislación sobre 
patentes debería ser tal que en 
la misma se facilitase dicha 
asimilación de las técnicas ex­
teriores por parte de las unida­
des productivas locales. 

Para ello, parece conve­
niente, por una parte, que ésta 

t proporcione unos grados de 
protección que no sean ni ele­
vados ni por períodos dilatados 
de tiempo y, por otra, que den­
tro de ella se arbitren las medi­
das precisas para evitar las po­
sibles prácti cas abusivas efec­
tuadas por sus titulares, espe­
cialmente la no explotación de 
las patentes registradas. Asi­
mismo, pensamos que el sis­
tema de propiedad industrial 
debería regularse de forma que 
pudiera ser utilizado como un 
instrumento de la Administra­
ción para encauzar la investiga­
ción de acuerdo con los objeti­
vos definidos por la política 
tecnológica. 

Con el fin de que el sistema 
de patentes haga factible el 
cumplimiento de los anteriores 
objetivos, parece conveniente 
realizar los siguientes cambios: 

i) Exigir el examen previo de 
novedad para los inventos antes 
de su inscripción en el registro 
y hacer más rígidos los requisi­
tos con objeto de evitar que 

DISTRIBUCION DEL FONDO NACIONAL 
PARA LA INVESTIGACION CIENTIFICA YTECNICA 

sean objeto de protección in­
ventos que bajo la apariencia 
de nuevos avances técnicos no 
son sino irrelevantes modifica­
ciones de productos introduci­
dos por las empresas para es­
tablecer barreras de entrada a 
los posibles competidores (6). 

ii) Dado que la mayoría de 
las patentes registradas en 
nuestro país pertenecen a em­
presas extranjeras parece con­
veniente reducir los plazos de 
protección, ya que los estable­
cidos en el actual estatuto difi­
cultan, por ser muy prolonga­
dos, la asimilación de las técni­
cas exteriores y favorecen la 
consolidación de situaciones 
monopolísticas. 

Por otra parte, podría intro­
ducirse un sistema a través del 
cual el período de protección 
de las patentes fuera variable 
según la entidad de los inven-
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tos, o bien de acuerdo con la 
rama de actividad donde éstos 
se encuadrasen. De este modo 
la Administración podría esti­
mular selectivamente la investi­
gación dentro de áreas especí­
ficas. 

iii) Por último, habría que in­
troducir una serie de medidas 
tendentes a lograr que las pa­
tentes que se registran efecti­
vamente se exploten. Para ello 
pod ría transformarse el sistema 
de concesión de licencias obli­
gatorias reduciendo el plazo 
para su expedición y tramitán­
dolas por vía administrativa e, 
incluso, estableciendo (como 
ocu rre en los países del Pacto 
Andino) que los gastos de la 
tramitación corran a cargo del 
titular de la patente, es decir, fi­
jando que si éste no prueba la 
explotación existe la presun­
ción legal de la falta de explo­
tación. 
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NOTAS 

(1) Sin detenernos más en el tema, 
pues la existencia de una abundante li­
teratura al respecto lo hace innecesario, 
baste señalar a título ilustrativo que la 
proporción entre el personal investiga­
dor y el empleo total era en España de 
1,2%0 frente a 7,5 %o que registraba la 
media de la O. C. D. E. Y que el porcen­
taje de los gastos en I + D sobre el 
P. N. B. ascendía a un 0,3 en nuestro 
país frente a un 1,42 % en la O. C. D. E. 
Véase: O. C. D. E., Patterns of Resour­
ces Devoted to Research and Experi­
mental Development in the O. C. D. E. 
«Area». París, 1975. , 

(2) Véase: Ministerio de Comercio. 
Balanza de Pagos de España. Sercobe. 
La industria de bienes de equipo. In­
forme anual. 

(3) Concretándose a España cabe 
mencionar entre la evidencia empírica 
existente sobre este punto: 
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U. N. C. T. A. D., Principales cuestio­
nes que plantea la transmisión de tec­
nología. Estudio monográfico sobre 
España. Nueva York, 1974. 

MARl1N, C., Y RODRfGUEZ, L., Cambio 
técnico y dependencia tecnológica. El 
caso de España. Fu ndación l. N. l. Serie 
E,n.011. 

(4) Mencionando los principales: 
Comisión Asesora del Gobierno de 

Política Científica, Consejo Superior de 
Investigaciones Científicas (C. S. 1. C.), 
Dirección General de Promoción Indus­
trial y Tecnología Industrial (C. D. T. 1) Y 
el recientemente creado Ministerio de 
Investigación y Universidades. 

(5) Véase: MARTlN, C., Y RODRfGUEZ, 
L., El tratamiento fiscal de las activida­
des tecnológicas: una evaluación de la 
normativa española. «Investigaciones 
Económicas», n.o 8 (1979). 

(6) Dentro de las industrias alimen­
taria y farmacéutica pueden encon­
trarse numerosos ejemplos ilustrativos. 

1

1 

1 

NOTAS

(1) Sin detenernos más en el tema,
pues la existencia de una abundante li­
teratura al respecto lo hace innecesario,
baste señalar a título ilustrativo que la
proporción entre el personal investiga­
dor y el empleo total era en España de
1,2%0 frente a 7,5 %o que registraba la
media de la O. C. D. E. Y que el porcen­
taje de los gastos en I + D sobre el
P. N. B. ascendía a un 0,3 en nuestro
país frente a un 1,42 % en la O. C. D. E.
Véase: O. C. D. E., Patterns of Resour­
ces Devoted to Research and Experi­
mental Development in the O. C. D. E.
«Area». París, 1975. •

(2) Véase: Ministerio de Comercio.
Balanza de Pagos de España. Sercobe.
La industria de bienes de equipo. In­
forme anual.

(3) Concretándose a España cabe
mencionar entre la evídencia empírica
existente sobre este punto:

226

U. N. C. T. A. D., Principales cuestio­
nes que plantea la transmisión de tec­
nología. Estudio monográfico sobre
España. Nueva York, 1974.

MARl1N, C., Y RODRfGUEZ, L., Cambio
técnico y dependencia tecnológica. El
caso de España. Fu ndación l. N. l. Serie
E,n.011.

(4) Mencionando los principales:
Comisión Asesora del Gobierno de

Política Científica, Consejo Superior de
Investigaciones Científicas (C. S. 1. C.),
Dirección General de Promoción Indus­
trial y Tecnología Industrial (C. D. T. 1) Y
el recientemente creado Ministerio de
Investigación y Universidades.

(5) Véase: MARl1N, C., Y RODRfGUEZ,
L., El tratamiento fiscal de las activida­
des tecnológicas: una evaluación de la
normatíva española. «Investigaciones
Económicas», n.o 8 (1979).

(6) Dentro de las industrias alimen­
taria y farmacéutica pueden encon­
trarse numerosos ejemplos ilustrativos.

1

I¡

, I


